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Autoridades

Mediante la Resolución núm. 283, emitida el 10 de junio de 2021 por el Senado de la República, fueron designadas las autoridades 
del Defensor del Pueblo:

Protocolo para la prevención, atención y sanción de la violencia, 
el acoso sexual y laboral 
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Darío Antonio Nin 
Roberto Carlos Quiroz
Miguel Antonio Puello
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Segundo Adjunto
Primer Suplente
Segundo Suplente

Licda. Ana Martich, Primer Adjunto Del Defensor Del Pueblo
Licda. Zoraima Cuello, Asesora
Licda. Anny Santos, Analista

Ángelo de la Rosa  
Director de Planificación y Desarrollo  

Laura Fermín 
Encargada Departamento Jurídico 

Ana de Peña  
Directora Ejecutiva

Natalia Cordero
Directora de Recursos Humanos

Pedro Fernández  
Encargado de Desarrollo Organizacional y Calidad en la Gestión  

El Defensor del Pueblo es el órgano constitucional encargado de salvaguardar las prerrogativas personales y colectivas de 
las personas en la República Dominicana, así como de velar por el correcto funcionamiento de la administración pública. A 
través de la Oficina de Oportunidades y el Observatorio de Gobernanza y Estado de Derecho, la institución se dedica a la 
construcción de ciudadanía responsable impulsando el empoderamiento social, la educación y la investigación en materia de 
derechos fundamentales.
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PRESENTACIÓN

La violencia y el acoso se consideran una amenaza para la igualdad de oportunidades, en un entorno en el que 

según la Organización Internacional del Trabajo (OIT), uno de cada cinco trabajadores en el mundo ha sufrido 

violencia en su lugar de trabajo, ya sea física, sicológica o sexual.  

El acoso sexual es un problema social que afecta al desarrollo y quebranta el derecho a la integridad física, psíquica 

y moral de la persona que lo sufre y por lo general, son las mujeres quienes sufren acoso sexual en sus espacios de 

trabajo, aunque también los hombres pueden verse envueltos en este tipo de agresión. Por su parte, la violencia 

en el ámbito laboral afecta los derechos fundamentales de mujeres y hombres, y la protección de las personas es 

la base fundamental de los derechos humanos, sociales y económicos.  

La existencia de situaciones de violencia en el ámbito laboral continúa presente en todo el mundo, manifestándose 

como abuso de poder para doblegar la voluntad del otro (a) mediante el empleo de la fuerza física, psicológica, 

económica y política, afectando por igual, de manera mayoritaria a las mujeres, debido a que generalmente estas 

ocupan puestos de menor jerarquía y, por tanto, dependen de una autoridad masculino.   

En el Defensor del Pueblo reconocemos que las actitudes de acoso sexual y laboral suponen un atentado a la digni-

dad y a los derechos fundamentales de las personas, por lo que, no se permitirá ni tolerará la violencia y ni el acoso 

en ninguna de sus formas, comprometiéndose a asegurar que todo su personal disfrute de un entorno de trabajo 

saludable, física, psíquica y socialmente, donde se respete la dignidad del conjunto de personas que trabajan en el 

ámbito de la Institución.  

Al efecto, el Defensor del Pueblo elaboró un Manual de Denuncias con el objetivo de establecer las políticas, 

procesos y procedimientos para la implementación y ejecución de las labores correspondientes a la Gestión de 

Denuncias, de conformidad a la Norma ISO 37002, como parte integral del modelo de integridad, gobernanza y 

cumplimiento gubernamental institucional, el cual pone de relieve la importancia de estos instrumentos para pre-

venir y detectar, entre otros, el acoso laboral y sexual.  

En nuestro compromiso por prevenir y atender todo indicio o situaciones de violencia, acoso sexual y laboral, 

emite el presente Protocolo como un documento complementario al referido Manual, contentivo de principios, 

definiciones e identificación de conductas, así como de un Régimen Disciplinario, en interés de calificar faltas y 

sanciones, orientadas a garantizar un entorno de trabajo digno y saludable.  
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MARCO LEGAL  

La Constitución de la República Dominicana del 2015 consagra en su artículo 42 que: “Toda persona tiene derecho 

a que se respete su integridad física, psíquica, moral y a vivir sin violencia. Tendrá la protección del Estado en casos 

de amenaza, riesgo o violación de estas”. Agrega: “En consecuencia: Ninguna persona puede ser sometida a penas, 

torturas o procedimientos vejatorios que impliquen la pérdida o disminución de su salud, o de su integridad física 

o psíquica”.    

La Ley 19-01 que crea el Defensor del Pueblo de la República Dominicana en su artículo 2 en donde se establece 

que “el objetivo esencial del mismo es salvaguardar las prerrogativas personales y colectivas de los ciudadanos, 

plasmadas en nuestra Constitución”.  

La Declaración Universal de los Derechos Humanos en su artículo 1 dispone que “Todos los seres humanos nacen 

libres e iguales en dignidad y derechos y, dotados como están de razón y conciencia, deben comportarse frater-

nalmente los unos con los otros”. Asimismo, en su artículo 7 reza “Todos tienen derecho a igual protección contra 

toda discriminación que infrinja y contra toda provocación a tal discriminación”.   

La Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer ( CEDAW) en su Parte I 

art. 1 estatuye que,  “discriminación contra la mujer denotará toda distinción, exclusión o restricción basada en el 

sexo que tenga por objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, in-

dependientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos 

y las libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera.   

(Parte III art.11: adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la mujer en la esfera 

del empleo a fin de asegurar a la mujer, en condiciones de igualdad con los hombres, los mismos derechos.   

El Convenio 190 de la Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) del 10 de junio 

de 2019, trata sobre la eliminación de la violencia y el acoso en el mundo del trabajo. En su artículo 1.1 del 

convenio se establece:  A efectos del presente Convenio: a) la expresión «violencia y acoso» en el mundo del 

trabajo designa un conjunto de comportamientos y prácticas inaceptables, o de amenazas de tales comporta-

mientos y prácticas, ya sea que se manifiesten una sola vez o de manera repetida, que tengan por objeto, que 

causen o sean susceptibles de causar, un daño físico, psicológico, sexual o económico, e incluye la violencia y 

el acoso por razón de género.     

El Código de Trabajo de la República Dominicana, Ley Núm. 1692 del 1962 del 29 de mayo del 1962 en su artí-

culo 46.8 establece que “Se debe guardar a los trabajadores la debida consideración absteniéndose de maltrato 

de palabra o de obra”.  Por su parte el artículo 47.9 de la misma norma, establece que el acoso sexual “está 

prohibido a los empleadores ejercer acciones contra el trabajador que puedan considerarse de acoso sexual, 

o apoyar o no intervenir en caso de que lo realicen sus representantes”; y en los artículos 96 y siguientes, el 

acoso sexual en los lugares de trabajo da lugar a dimisión justificada sin perjuicio de otras acciones que pueda 

intentar la víctima”.  
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El Código Penal dominicano, tipifica el acoso sexual en el Art. 333-2.-: “Constituye acoso sexual toda orden, ame-

naza, constreñimiento u ofrecimiento destinado a obtener favores de naturaleza sexual, realizado por una persona 

(hombre o mujer) que abusa de la autoridad que le confieren sus funciones. El acoso sexual se castiga con un año 

de prisión y multa de cinco mil a diez mil pesos.  

La Ley Núm. 24-97 sobre Violencia intrafamiliar y contra la mujer y modifica el artículo 309-1 del Código Penal Do-

minicano establece que “Constituye violencia contra la mujer toda acción o conducta, pública o privada, debido 

a su género, que causa daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, mediante el empleo de la fuerza 

física o violencia psicológica, verbal, intimidación o persecución”. Ley 19-01 del Defensor del Pueblo.  

El Código de Ética del Servidor Público en su artículo 10.4 Ley 102-01: define el acoso como una forma de perse-

cución que incluye: amenaza, comportamiento hostil hacia otra persona o actos que puedan afectar la dignidad 

de un individuo, tales como comentarios, chistes o gestos relacionados con la raza, color, sexo, religión, edad, 

nacionalidad o discapacidad, hayan sido estos hechos con o sin intención.

ALCANCE Y ÁMBITO DE APLICACIÓN  

Este protocolo aplica a todos los empleados (as) fijos y personal contratado en el Defensor del Pueblo. Y a quien 

preste sus servicios a la institución, sea cual sea el carácter o la naturaleza jurídica de su relación con esta.   

La prohibición de la violencia, el acoso sexual y laboral, incluye los comportamientos en el lugar donde se desem-

peña o en funciones sociales ligadas al trabajo, en viajes o misiones emprendidas en relación con el trabajo o du-

rante la labor realizada en el terreno relativos a los proyectos en los que participe el personal. Si se produce fuera 

del mismo deberá probarse que es por causa o como consecuencia de la relación laboral.  
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PRINCIPIOS GENERALES   

Accesibilidad: Todos los empleados (as) podrán denunciar, sin ningún tipo de obstáculos, las quejas o denuncias 

de violencia, persecución, acoso sexual y laboral de las que sean víctimas o tengan conocimiento.

Ambiente laboral saludable: Es aquel en el que las autoridades y los empleados colaboran de manera conjunta 

para garantizar buenas las condiciones de trabajo, fomentando un entorno laboral saludable y donde prime el 

bienestar psicológico.

Celeridad: Garantizar la tramitación ágil y oportuna de las denuncias contempladas en este protocolo, en el plazo 

establecido y en cumplimiento a los procedimientos, evitando demoras que pudieran ir en perjuicio del afectado.

Confidencialidad: Todas las quejas y denuncias recibidas deben ser tratadas e investigadas con la mayor dis-

crecionalidad posible, garantizando siempre a las posibles víctimas el derecho a no dar a conocer la situación por 

ninguna vía hasta tanto culmine el proceso. 

Decoro: En todos los casos, se aplica al servidor público el respeto para sí y para los ciudadanos que demanden 

algún servicio. 

Debido Proceso de Ley: El procedimiento de investigación y tratamiento ante las quejas y denuncias por los 

empleados (as) del Defensor del Pueblo por violencia, discriminación, persecución, acoso sexual y laboral, serán 

conocidos respetando todas las garantías judiciales del debido proceso de ley.

Dignidad e Integridad Personal: Toda persona tiene derecho a que se respete su dignidad personal, su integri-

dad física, psíquica y moral. Nadie puede ser sometido a tratos crueles, inhumanos o degradantes.    

Principio de derechos humanos: En el ambiente laboral, así como en sus esferas de influencia más amplia, los 

derechos humanos de todos los empleados (as) del Defensor del Pueblo deben ser garantizados y respetados por 

todas las autoridades e integrantes que lo componen, sin ningún tipo de discriminación. 

Principio de Ética: Todo el personal al servicio del Defensor del Pueblo, así como las personas en general, han de 

actuar con rectitud, lealtad y honestidad, cumpliendo las normas establecidas y el respeto a los principios éticos. 

Principio de igualdad: Todo empleado (a) del Defensor del Pueblo que presente una queja o denuncia por 

violencia, discriminación, persecución, acoso sexual o laboral, será tratado con igualdad y con las debidas forma-

lidades que el proceso envuelva.  

Principio de no Discriminación: Todos tenemos derecho a recibir un trato igualitario, independientemente de 

nuestra raza, color, sexo, nacionalidad, idioma, religión y origen étnico, nacional o social.

Protección de Honra y Dignidad: Toda persona tiene derecho al respeto de su honra y el reconocimiento de 

su dignidad.
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Acoso: Es toda práctica ejercida en las relaciones personales consistente en un trato vejatorio y descalificador 

hacia una persona, con el fin de desestabilizarla psíquicamente, según la Real Academia Española. 

Acoso Sexual:  Es cualquier comportamiento, verbal o físico, de naturaleza sexual que tenga el propósito o 

produzca el efecto de atentar contra la dignidad de una persona, en particular cuando se crea un entorno intimi-

datorio, degradante u ofensivo.  

El acoso sexual se distingue de las aproximaciones libremente aceptadas y recíprocas, en la medida en que no son 

deseadas por la persona que es objeto de ellas y así lo ha expresado. Aunque, el acoso sexual se concibe como 

algo insistente, reiterado y de acorralamiento, un único episodio de la suficiente gravedad puede ser constitutivo 

de acoso sexual.  

Es el realizado por una persona jerárquicamente superior (o no) a la víctima que condiciona, directa o indirecta-

mente alguna decisión laboral, que repercute sobre el acceso de esta persona a la formación profesional, al traba-

jo, promoción profesional, según la aceptación o no de la propuesta sexual. 

Acoso Laboral: Conducta, comportamiento o acciones a lo interno de una institución laboral que constituye 

un hostigamiento o agresión sistemática contra cualquier empleado/a, ya sea por el superior jerárquico, superior 

inmediato, supervisor o empleado/a, para causar un daño psicológico o lograr un beneficio del empleado/a.  

La Organización Internacional de Trabajo (OIT) ha definido el acoso laboral como acoso psicológico que consiste 

en hostigar mediante acciones vindicativas, crueles o maliciosas para humillar o desestabilizar a un individuo o 

grupo de empleados.  

Agresiones Laborales: Son todas aquellas acciones que tienen por objeto dañar moral y psicológicamente al 

empleado/a, por medio de amenazas, insultos, intimidaciones, discriminación por razones de orientación sexual, 

color de piel, entre otras, humillaciones, tratos degradantes, insinuaciones, promesas de accenso a cambio de 

favores sexuales, persecución constante. 

Acoso sexual ambiental: Aquella conducta, ejercida por algún compañero/a o superior jerárquico, igual o infe-

rior o bien por terceras partes (clientela, personas colaboradoras, proveedoras, etc.), que crea un entorno laboral 

intimidatorio, hostil o humillante para la persona que es objeto de esta con el propósito o el afecto de atentar 

contra su dignidad y de crear un entorno intimidatorio, degradante u ofensivo.  

La condición afectada es el ambiente de trabajo. No existe una conexión directa entre el requerimiento sexual y la 

condición del empleo, la víctima no está amenazada directamente de despido, traslado, etc. pero un ambiente de 

trabajo hostil puede provocar consecuencias graves para la salud de los colaboradores afectados, incluso provo-

cando secuelas en su situación laboral.   

DEFINICIONES
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Violencia: Es todo acto que se ejerce en contra de una persona empleado la fuerza física, verbal o psicológica con 

el propósito de causar daño y lograr un objetivo determinado en contra de la víctima.  

Violencia psicológica: Es el acto de agresión realizado sin la intervención del contacto físico entre las personas. 

Esta puede darse por una o más personas a la vez y se manifiesta básicamente de forma verbal, con descalifi-

cativos, humillaciones, desvalorizaciones, menosprecios... Estas conductas ocasionan daño en la víctima a nivel 

emocional y puede darse en todos los ámbitos, laboral, social y familiar.   



PROTOCOLO PARA LA PREVENCIÓN, ATENCIÓN Y SANCIÓN DE LA VIOLENCIA, EL ACOSO SEXUAL Y LABORAL 

10

OBJETIVO GENERAL  

•	 Garantizar un entorno laboral y social de bienestar, libre de toda violencia, discriminación, persecución, acoso 

sexual y laboral, estableciendo mecanismos de prevención, protección y tratamiento para atender los casos 

de violencia, acoso sexual y laboral. El cual se implementará junto al Manual de Denuncias del Defensor del 

Pueblo. 

OBJETIVOS ESPECÍFICOS

•	 Definir el procedimiento de prevención y actuación para los casos de quejas y denuncias de violencia, discri-

minación, persecución, acoso sexual y laboral que se presenten en el ámbito laboral de la institución. 

•	 Precisar los tipos de sanciones por la comisión de las conductas previamente establecidas en este protocolo.  

•	 Establecer un régimen de consecuencias para los casos de quejas o denuncias de violencia, persecución, aco-

so sexual o laboral que sean comprobados.  

•	 Contribuir al fortalecimiento institucional, fomentando el respeto a la dignidad de las personas, la igualdad 

de género, equidad y la libertad de expresión para denunciar cualquier actuación que vulnere los derechos 

humanos de todos los miembros del Defensor del Pueblo.  

•	 Implementar un sistema de seguimiento y monitoreo para evaluar la efectividad de las políticas y programas 

implementados en esta materia. 



PROTOCOLO PARA LA PREVENCIÓN, ATENCIÓN Y SANCIÓN DE LA VIOLENCIA, EL ACOSO SEXUAL Y LABORAL 

11

AREAS INVOLUCRADAS Y RESPONSABLES  

La implementación del presente protocolo estará a cargo del Comité de Integridad, Gobernanza y Cumplimiento 

Gubernamental (CIGCG) del Defensor del Pueblo, el Comité de Transversalización, la Unidad de Igualdad de Gé-

nero (UIG), y la Dirección de Recursos Humanos, quienes deberán velar por su difusión y aplicación, para lo cual 

contarán con el apoyo de todas las demás áreas de la institución. 

PROCEDIMIENTO DE ACTUACIÓN PARA DENUNCIAS

El procedimiento de actuación para denuncias ha sido definido en el Manual de Canales de Denuncias, en el 

cual se establecen las políticas, el proceso y los procedimientos correspondientes a denuncias de irregularida-

des, incluidas el acoso laboral y sexual, siendo el Comité de Integridad, Gobernanza y Cumplimiento Guberna-

mental (CIGCG) el órgano responsable de gestionar los canales de denuncias del Defensor del Pueblo.  

CANALES DE DENUNCIA DEL DEFENSOR DEL PUEBLO

De conformidad con el apartado 5.3 del Manual de Denuncias del Defensor del Pueblo se establecen como 

canales de denuncia los siguientes: 

1.	 El buzón físico colocado en distintos puntos de la organización en el que podrán los colaboradores presentar 

su denuncia de manera física, el cual será administrado por el Comité de Integridad, Gobernanza y Cumpli-

miento Gubernamental (CIGCG). 

2.	 El correo electrónico del Comité de Integridad, Gobernanza y Cumplimiento Gubernamental (CIGCG) a tra-

vés del cual podrán recibir las denuncias.  

3.	 El correo electrónico “Contacta al Defensor” que será una línea directa a la máxima autoridad, al que podrá 

recurrir el colaborador en los casos en que tenga idea razonable de que un miembro del Comité de Integri-

dad, Gobernanza y Cumplimiento Gubernamental pueda comprometer la investigación debido a un potencial 

conflicto de interés. 

4.	 Las denuncias se pueden recibir presencial ante cualquiera de los miembros del (CIGCG). 

5.	 En todos los casos, la recepción de las denuncias de irregularidades debe ser tramitadas siguiendo el proceso 

y registros correspondientes. Es válida la recepción también de denuncias anónimas.  
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RÉGIMEN DISCIPLINARIO.  

De las Faltas y las Sanciones 
El régimen disciplinario de los servidores públicos estará fundamentado en la gradación de las faltas, en la forma 
que se indica a continuación: 

1.	 Faltas de primer grado, cuya comisión será sancionada con amonestación escrita. 
2.	 Faltas de segundo grado, cuya comisión dará lugar a la suspensión hasta por noventa (90) días sin disfrute de 

sueldo; 
3.	 Faltas de tercer grado, cuya comisión dará lugar a la destitución del servicio. 
4.	 Todas las conductas de violencia, acoso sexual o laboral, serán calificadas como faltas laborales, y la tipificación 

de cada una se ajustará a la normativa vigente en la legislación nacional y a lo convenido en este protocolo.  

Faltas graves
Son faltas de primer grado, cuya comisión da lugar a una amonestación escrita, las siguientes: 

1.	 Ciertos tipos de acoso sexual ambiental, expresadas de manera verbal y no verbal, sin contacto físico y que 
pueden o no ir dirigidos a una persona en específico tales como:    

2.	 Exposición de carteles, calendarios y pantallas de computadora con imágenes de naturaleza sexual  que incomoden.
3.	 Piropos o comentarios no deseados   
4.	 Burlas, bromas, comentarios o preguntas sobre la vida sexual o amorosa.   

Son faltas de segundo grado cuya comisión da lugar a la suspensión de funciones por hasta noventa (90) días, sin 
disfrute de sueldo, las siguientes: 

1.	 Tratar reiteradamente en forma irrespetuosa, agresiva, desconsiderada u ofensiva a los compañeros, subalter-
nos, superiores jerárquicos y al público. 

2.	 La reincidencia o reiteración en la comisión de una falta leve.    
3.	 Cualquier conducta de las definidas en este protocolo cuya intensidad o relevancia social así lo determine.  

Constituyen faltas de tercer grado cuya comisión dará lugar a la destitución del cargo, las acciones indicadas a 
continuación cometidas por cualquier servidor de la administración pública:   

1.	 Valerse de influencias jerárquicas para acosar sexualmente a servidores públicos en el Estado, o valerse del 
cargo para hacerlo sobre ciudadanos que sean usuarios o beneficiarios de servicios del órgano o entidad a la 
que pertenezca el servidor público;

2.	 El acoso de carácter ambiental. 
3.	 Cometer cualesquiera otras faltas similares a las anteriores por su naturaleza o gravedad, a juicio de la auto-

ridad sancionadora.  

4.	 Reincidir en cualquier falta calificada de segundo grado.  

5.	 Y cualquier otra conducta en esta dirección que esté reconocida como tal por una decisión jurisdiccional que 

adquiriera la calidad de cosa irrevocablemente juzgada.  
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Circunstancias agravantes:   

1.	 La existencia de dos o más víctimas.    

2.	 La concurrencia de algún tipo de discapacidad física o mental en la persona acosada.    

3.	 Si el agresor/a o su entorno se cometen represalias o actos de discriminación contra la persona denunciante 

o contra quienes participen en el proceso, dichas conductas se considerarán falta laboral, dejando constancia 

en los expedientes de la Dirección de Recursos Humanos.  

Ante los casos en los que el Comité no pueda confirmar la existencia o ausencia de violencia, acoso sexual o 

laboral, propondrá en su informe a la Dirección de Recursos Humanos, las medidas o actuaciones necesarias 

para garantizar un entorno de trabajo digno y saludable.  

Este proceso no impedirá en lo absoluto a la víctima, la utilización paralela o posterior, de las vías administra-

tivas y/o judiciales que considere pertinentes. 

Medidas correctivas 

Dentro de las medidas correctivas que pueden ser adoptadas se citan, sin que sean limitativas y/o excluyentes: 

1.	 Medidas disciplinarias a la persona acosadora o a la persona que haya presentado falsa denuncia. 

2.	 Cambios de posiciones para que la persona agresora y la víctima no convivan en el mismo ambiente laboral. 

Ayuda psicológica o médica a las personas afectadas. 

3.	 Apoyo a la persona afectada para su total restablecimiento en su puesto de trabajo o en otro diferente. 

4.	 Cualquier otra que se considere conveniente.   

SEGUIMIENTO Y EVALUACIÓN   

El Comité de Integridad Gubernamental presentará a la Dirección de Recursos Humanos, a la UIG y al Titular de 

la institución, un informe semestral y anual de las actividades de prevención e investigación realizados, con todas 

las informaciones pertinentes, preservando la intimidad de las personas vinculadas. El informe debe contener el 

número de intervenciones desagregadas por sexos, tipo, proceso y medidas adoptadas, para generar insumos 

estadísticos que permitan a la UIG identificar necesidades institucionales, para impulsar políticas de impacto, en 

el marco de sus funciones. 

PLAZO DE VIGENCIA DEL PROTOCOLO  

El presente protocolo tendrá una vigencia indefinida, y admitirá cuantas modificaciones establezca EL DEFENSOR 

DEL PUEBLO.  


